
JUZGADO VEINTISIETE CIVIL MUNICIPAL 

Santiago de Cali, seis (6) de octubre de dos mil veinticinco (2025). 

 

RADICACIÓN No. 76-001-40-03-027-2025-01097-00 

 

Ha correspondido por reparto la presente acción de tutela instaurada por el señor JUAN CARLOS 

DORADO RIOS, en contra del DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI, del CONCEJO 

DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI, de la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE 

COLOMBIA – UPTC, encontrándose que la misma reúne los requisitos de ley y por tanto es procedente 

admitirla; sin acceder a la medida provisional, por no reunirse los presupuestos exigidos en el artículo 7 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

Igualmente, se vinculará al trámite constitucional a la UNIVERSIDAD ICESI, a la CONTRALORIA 

GENERAL DE LA REPUBLICA, a la CONTRALORIA GENERAL DE SANTIAGO DE CALI, a la 

ALCALDÍA MUINCIPAL DE GIRÓN – SANTANDER, a los participantes del Concurso de Contralor 

Distrital de Santiago de Cali, efecto para el cual SE ORDENA Al CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO 

DE CALI y a la CONTRALORIA GENERAL DE SANTIAGO DE CALI, proceda a dales aviso de la 

presente acción de tutela a través de los canales de difusión que tenga dispuesto, ya sea remitiendo el 

presente proveído a través de correo electrónico o publicándolo en su página web, todo de lo cual, 

deberá allegar prueba, so pena de las sanciones de ley. En consecuencia, este Juzgado DISPONE: 

 

PRIMERO: ADMITIR la presente acción de tutela promovida instaurada por el señor JUAN CARLOS 

DORADO RIOS, en contra del DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI, del CONCEJO 

DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI, de la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE 

COLOMBIA – UPTC. 

 

SEGUNDO: DENEGAR la “medida provisional” solicitada por no reunirse los presupuestos exigidos en 

el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: VINCULAR al trámite constitucional a la UNIVERSIDAD ICESI, a la CONTRALORIA 

GENERAL DE LA REPUBLICA, a la CONTRALORIA GENERAL DE SANTIAGO DE CALI, y a la 

ALCALDÍA MUINCIPAL DE GIRÓN - SANTANDER, a los participantes del Concurso de Contralor 

Distrital de Santiago de Cali, efecto para el cual SE ORDENA Al CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO 

DE CALI y a la CONTRALORIA GENERAL DE SANTIAGO DE CALI, proceda a dales aviso de la 

presente acción de tutela a través de los canales de difusión que tenga dispuesto, ya sea remitiendo el 

presente proveído a través de correo electrónico o publicándolo en su página web, todo de lo cual, 

deberá allegar prueba, so pena de las sanciones de ley 

 

CUARTO:  CONCEDER a las partes accionada y vinculadas el término de un (1) día para dar respuesta 

a los hechos y pretensiones de la tutela. 

 

QUINTO: REQUERIR al señor JUAN CARLOS DORADO RIOS, para que de manera inmediata (i) 

amplié los hechos y precise con exactitud lo pretendido con la presente acción de tutela. (ii) manifieste 

bajo la gravedad de juramento que no ha instaurado acción de tutela por los mismos hechos y 

pretensiones. 

 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.         

 

LORENA MEDINA COLOMA 

JUEZ 



Señores: 
JUZGADO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI (REPARTO) 
E.   S.   D. 
 

REF: ACCION DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL 
ACCIONANTE: JUAN CARLOS DORADO RIOS 
ACCIONADOS: DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI-CONCEJO 
DISTRITAL DE CALI- UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE 
COLOMBIA –UPTC– 
 

JUAN CARLOS DORADO RIOS, identificado como aparece al pie de mi firma, 

actuando en mi propio nombre y representación, mediante el presente escrito 

interpongo acción constitucional de tutela, por violación de derechos fundamentales 

que detallaré en el acápite respectivo de este escrito, el cual sustento en los 

siguientes  

HECHOS: 

1. El concejo de Santiago de Cali, con resolución No. 200.2.2-261 del 28 de  

julio de 2025, abrió el proceso de selección de contralor distrital de Santiago 

de Cali, en el cual señaló el cronograma como también los criterios de 

selección. 

 

2. Que en la mencionada resolución se indica que las pruebas de conocimiento 

las realizaría la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia –UPTC– 

 

3. Con la Resolución No.200.2.2.323, el concejo distrital de Cali emitió el listado 

de admitidos y no admitidos, siendo el suscrito admitido. 

 

4. Que, con comunicaciones a través de la página del Concejo de Cali, de los 

días 05 de septiembre y 09 de septiembre de 2.025, fuimos citados los 

admitidos para practicar el examen o prueba de conocimiento el día 13 de 

septiembre de 2025, a las 9:00 a.m., en las instalaciones de la 

UNIVERISDAD ICESI, ubicada en la Calle 18 No. 122 – 135, Pance, Santiago 

de Cali, el cual efectivamente presenté en la fecha y hora señalada. 

 

5. Que de acuerdo con la Resolución No.200.2.2.350, el puntaje obtenido por 

el suscrito fue de 44 puntos. 

 

6. Que, una vez obtenido el puntaje, presenté impugnación al mismo, siendo 

desatada la solicitud con oficio expedido vía correo electrónico de Tunja, de 



26 de septiembre de 2025 N ° Rad Interno RCPC 04, ratificando la 

calificación, sin posibilitarse conocer las otras pruebas como tampoco los 

criterios técnicos bajo los cuales evaluaron las respuestas dadas por el 

suscrito. 

 

7. Que, en el tracto de este proceso, se encuentra que existieron 

inconsistencias que generan reproche y cuestionamiento de la transparencia 

y objetividad, en el entendido que vulneran principios constitucionales y 

derechos fundamentales que solicito se protejan a través de este mecanismo 

judicial, como son los señalados en el artículo 209 del código fundamental de 

1991, en especial los de publicidad e imparcialidad, como lo explicaré en esta 

demanda. 

 

8. Que cotejadas las convocatorios de proceso de escogencia de contralor en 

diferentes entes territoriales, se encuentra lo siguiente: 

 

8.1 El Concejo distrital de Santiago de Cali, mediante Resolución No. 

200.2.2.261 de 2025, adoptó el reglamento y cronograma para la elección 

del Contralor Distrital. En su artículo 3, numeral 14, se señaló el día 13 de 

septiembre de 2025 como fecha para la realización de la prueba de 

conocimientos. 

 

8.2 Por su parte, el Concejo Municipal de Girón expidió la Resolución No. 

069 de 2025, convocando al proceso de elección de su Contralor 

Municipal y fijando el 23 de agosto de 2025 como fecha para la aplicación 

de la prueba escrita. 

 

9.   En ambos concursos, las corporaciones municipales decidieron contratar 

con la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia –UPTC– la 

organización y aplicación de la prueba de conocimientos, confiando en que 

esta institución contaba con la idoneidad y garantías necesarias para llevar 

a cabo el proceso de manera objetiva, transparente y en respeto del principio 

del mérito. 

 

10. Sin embargo, posteriormente, se constató que la UPTC utilizó el mismo 

examen en las dos convocatorias. La irregularidad quedó en evidencia 

cuando, en la prueba aplicada en Cali, aparecían apartados textuales en los 

que se leía expresamente “Examen para la elección de Contralor en Girón”, 

lo que demuestra que no se trataba de una prueba inédita ni reservada, sino 

de un instrumento ya empleado en otro proceso. 



Este hecho es una flagrante prueba de que se ha vulnerado un principio 

constitucional y un derecho fundamental como es el principio de la buena fe 

y el derecho a la imparcialidad y transparencia del proceso que adelanta el 

concejo de Cali, a través de la universidad seleccionada para que hiciera 

dicho trámite. 

11. También, esta situación puede constituir una vulneración grave a la cadena 

de custodia y a la reserva de la prueba, pues al haberse aplicado con veintiún 

(21) días de anterioridad en Girón, existió la posibilidad real de que su 

contenido se filtrara, beneficiando indebidamente a algunos aspirantes en 

Cali y rompiendo la igualdad de oportunidades entre los concursantes.  

 

Insistiendo, el suscrito, que con esa actuación se vulnera de forma 

protuberante el debido proceso y los principios constitucionales ya 

mencionados. 

 

12. La situación se torna aún más cuestionable si se considera que, al verificar 

la página web oficial de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de 

Colombia, no se encontró publicada la convocatoria correspondiente al 

concurso de Girón, a diferencia de lo ocurrido con Cali. Esta ausencia de 

publicidad siembra dudas sobre la transparencia del proceso y sobre la 

seriedad de la actuación de la universidad en el cumplimiento de sus 

obligaciones. 

 



Debe resaltarse que la Resolución Orgánica No. 0728 de 2019 de la Contraloría 

General de la República establece que la prueba de conocimientos representa el 

60% del puntaje total y es de carácter eliminatorio. Por ello, la originalidad, custodia 

y reserva de dicho examen son elementos esenciales para garantizar que el mérito 

sea el factor determinante en la selección. La utilización en Cali de un examen 

previamente aplicado en Girón quebrantó de manera irremediable estas garantías, 

afectando la transparencia y legitimidad de todo el concurso. 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS EN EL PROCESO DE 

SELECCIÓN DE CONTRALOR DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI D.E. 

La elección de contralores territoriales es un proceso reglado, no discrecional. El 

mismo se encuentra regido por el artículo 272 de la Constitución, la Ley 1904 de 

2018 (por remisión expresa de su artículo 11), y la Resolución 0728 de 2019 de la 

Contraloría General de la República. Este marco normativo establece un 

procedimiento por etapas basado en el mérito, que culmina con la elección, por 

parte del Concejo Municipal, de uno de los tres aspirantes que conformen la terna 

con los mayores puntajes. 

En este sentido,  el inciso 7 del artículo 272 de la Constitución Política, modificado 

por el Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, dispone que "Los 

Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las 

Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales de tema 

conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública 

conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, 

objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de 

cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente 

gobernador y alcalde". 

En concordancia con esto, mediante Resolución No. 200.2.2-261 del 28 de julio de 

2025 “Por medio de la cual se realizó la convocatoria pública para la elección del 

contralor distrital de Santiago de Cali para el periodo 2026-2029” se estableció en 

el numeral 6to del artículo 3 “PARÁMETROS DE LA CONVOCATORIA” lo siguiente:  

“La Convocatoria Publica estará́ sujeta a los principios de igualdad, 

moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad, 

transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios 

de mérito para la selección, razón por la cual y en cumplimiento de lo 

estipulado en el artículo 5 de la Ley 1904 de 2018, previamente se definió́ 

que la universidad seleccionada para acompañar la presente convocatoria 

pública debe ser una institución de educación superior, pública o privada y 

con acreditación de alta calidad, debidamente otorgada por el Concejo 

Nacional de Acreditación del Ministerio de Educación Nacional, proceso que 



culminó con la elección de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de 

Colombia — UPTC, como la institución de educación superior encargada de 

acompañar esta convocatoria pública y abierta de mérito hasta la 

consolidación del 100% de la puntuación de los aspirantes habilitados, es 

decir, de la sumatoria de los puntos de cada aspirante habilitado, de los 

obtenidos en la prueba de conocimientos, más los obtenidos en el análisis y 

valoración de los antecedentes de estudios y experiencia profesional, 

resultados que serán remitidos al Concejo Distrital de Santiago de Cali.” 

(subraya y negrilla fuera de texto) 

El Consejo de Estado, mediante su sala de lo contencioso administrativo, sección 

quinta, en el proceso con radicación No. 13001-23-33-000-2016-00313-02, donde 

se resolvió el medio de control de nulidad electoral del acto de elección del Contralor 

Distrital de Cartagena para el periodo 2016 – 2019, indicó:  

“Y es que conforme a los artículos superiores 126 y 272, en esta 

convocatoria deben garantizarse, entre otros, los principios de 

transparencia y publicidad, además de la objetividad, participación 

ciudadana y equidad de género” 

En este entendido, tenemos un procedimiento enmarcado en la aplicación de 

principios que regulan su ejecución, con lo cual se puede entender que cualquier 

desviación de este procedimiento reglado, que vulnere los principios de 

transparencia, publicidad, objetividad y mérito, puede constituir una causal de 

nulidad electoral. 

II. Violación de la Cadena de Custodia y el Principio de Reserva de la Prueba 

El vicio más relevante en el caso que actualmente se trata, es la utilización de un 

examen previamente aplicado en el concurso de Girón. Esta irregularidad constituye 

una flagrante violación de la cadena de custodia de las pruebas, un requisito que, 

aunque no esté explícitamente en la ley, ha sido exigido por la jurisprudencia del 

Consejo de Estado para garantizar la legitimidad de los concursos de méritos 

respecto de la elección de personeros municipales. Es así como la Sección Quinta 

del Consejo de Estado en sentencia de fecha 22 de marzo de 2018 dentro del 

expediente número 85001-23- 33-000-2017-00019-03 insistió en la exigencia del 

cumplimiento de la cadena de custodia en las actuaciones que se adelanten para la 

elección de personero con fin de salvaguardar los principios de publicidad, 

objetividad y transparencia: 

“Así las cosas, de entrada se advierte que la cadena de custodia puede 

definirse como el procedimiento que se debe dejar demostrado cuando se 

busca proteger evidencia o materiales probatorios; es decir, es el registro 



debidamente realizado o si se quiere la constancia que debe dejarse de 

todo acto, entiéndase “identidad, estado original, condiciones de 

recolección, preservación, embalaje y envío; lugares y fechas de 

permanencia y los cambios que cada custodio”, realizado con la prueba 

que se quiere presentar o hacer valer” 

 En ese mismo sentido tuvo pronunciamiento en el proceso de nulidad electoral con 

radicación 68001-23-33-000-2021-00138-02, donde se buscaba la nulidad del 

personero municipal de Bucaramanga para el periodo 2020- 2024, donde se dejó 

en manifiesto que:  

“En conclusión, para esta Sala la cadena de custodia es el 

procedimiento previamente establecido para poder demostrar con 

posterioridad la efectiva protección de la evidencia o material 

probatorio, en el cual haya constancia o registro de todos los actos 

que se llevaron a cabo con ella, tales como “identidad, estado original, 

condiciones de recolección, preservación, embalaje y envío; lugares y 

fechas de permanencia y los cambios que cada custodio”, de la prueba 

que se quiere presentar o hacer valer; que en el caso del derecho 

administrativo y para el específicamente la elección de personeros que 

hoy se examina, su finalidad corresponde a la reserva y protección de 

la prueba para que no se filtre su contenido con el ánimo de favorecer 

a algún candidato, y que desde una óptica posterior al ejercicio de esta, 

el resguardo y custodia con el fin de que no fuese alterada en sus 

resultados”. 

Es importante mencionar que, aunque las fuentes citadas sobre cadena de custodia 

se refieren a concursos de personeros, es jurídicamente viable y correcto aplicar 

esos mismos razonamientos al proceso de elección de contralores a través de la 

figura de la analogía, como lo ha avalado el propio Consejo de Estado sus 

pronunciamientos. Por ejemplo, a través de su SALA DE CONSULTA Y SERVICIO 

CIVIL, en el proceso con radicación 1001-03-06-000-2019-00050-00(2415) del 

veinte (20) de agosto de dos mil diecinueve (2019), dicha sala expuso:  

“Bajo esta condición concluyó que la elección de los contralores 

territoriales sí puede ser orientada mediante la analogía, por las normas 

que reglan el concurso de los personeros (Ley 1551 de 2012 y el Decreto 

Reglamentario 2485 de 2014), ya que estas disposiciones garantizan el 

cumplimiento de los principios enlistados en el artículo 272 inciso 4 de la 

Constitución.” 

Conforme a esto, la aplicación analógica de la jurisprudencia sobre cadena de 

custodia es procedente porque la razón jurídica para exigirla es idéntica en ambos 



concursos: salvaguardar los principios de publicidad, objetividad, transparencia y el 

mérito.  

Ahora bien, en Resolución No. 200.2.2-261 del 28 de julio de 2025 “Por medio de la 

cual se realizó la convocatoria pública para la elección del contralor distrital de 

Santiago de Cali para el periodo 2026-2029”, previamente citada, se estableció en 

el numeral 23 del artículo 3 “PARÁMETROS DE LA CONVOCATORIA” lo siguiente:  

“23. Prueba de conocimientos. Tiene como finalidad evaluar las 

aptitudes, conocimientos y experiencia, así ́ como la idoneidad y 

conocimientos del aspirante respecto a la Contraloría Distrital de 

Santiago de Cali, estableciendo una clasificación de este, respecto de 

las competencias y calidades requeridas para desarrollar con eficiencia 

las funciones y responsabilidades del cargo. 

La valoración de la prueba de conocimiento se efectuará con criterios 

de objetividad e imparcialidad y con los parámetros e instrumentos 

establecidos en la presente convocatoria. 

En los tiempos establecidos en el cronograma de convocatoria, los 

aspirantes podrán presentar reclamación sobre los resultados de la 

prueba de conocimientos mediante reclamaciones dirigidas a la 

Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia - UPTC y/o copia a 

la Mesa Directiva del Concejo Distrital de Santiago de Cali, remitiéndolas 

exclusivamente al correo reclamaciones.cenes@uptc.edu.co. Las 

reclamaciones extemporáneas se entenderán como no presentadas a la 

Corporación, ni presentadas dentro de esta convocatoria y serán 

rechazadas de plano. 

Las pruebas realizadas durante el proceso de selección son de 

carácter reservado y de propiedad de la Universidad Pedagógica y 

Tecnológica de Colombia -UPTC. La reserva solo se levantará por 

orden judicial. Así ́mismo, la Universidad Pedagógica y Tecnológica 

de Colombia -UPTC adoptará las medidas necesarias para evitar 

posibles fraudes, por copia o intento de copia, sustracción de 

materiales de prueba o suplantación o intento de suplantación o 

falsedad, ocurridos o identificados antes, durante o después de la 

aplicación de las pruebas”. (subraya y negrilla fuera de texto)  

En suma, la misma Resolución 200.2.2-261 de 2025 le exigía a la UPTC garantizar 

la reserva de la prueba y adoptar todas las medidas para evitar filtraciones o 

fraudes. No obstante, al repetir en Cali el examen que ya se había aplicado en Girón, 

la universidad incumplió de manera frontal con ese mandato. Lo que debía ser una 



garantía de transparencia terminó convertido en la evidencia más clara de que la 

prueba careció de custodia, reserva y seriedad, afectando de raíz la objetividad y la 

confianza en todo el proceso. 

a. Definición y Alcance de la Cadena de Custodia 

La cadena de custodia es el procedimiento que busca proteger evidencia o 

materiales probatorios, dejando un registro de su identidad, estado original, 

condiciones de recolección, preservación, embalaje y envío.  

En el contexto de los concursos de méritos, como ya se ha visto anteriormente en 

la cita de la jurisprudencia, su finalidad principal es asegurar la reserva y protección 

de la prueba para que no se filtre su contenido con el ánimo de favorecer a algún 

candidato. 

El Consejo de Estado ha sido enfático en que esta exigencia es aplicable a los 

concursos públicos para salvaguardar los principios de publicidad, objetividad y 

transparencia. La falta de un protocolo de custodia que garantice la reserva de las 

preguntas pone en grave riesgo el principio del mérito, lo cual "hace que en un 

determinado asunto dependiendo de su incidencia devenga en nula una elección.  

b. La Irregularidad en el Concurso de Cali y su Incidencia 

En el caso concreto, el hecho de que el examen para la elección del contralor de 

Cali fuera el mismo que se aplicó en Girón rompe de manera irremediable la cadena 

de custodia. Al no ser una prueba inédita, se perdió por completo la garantía de 

reserva. Esto crea una situación inadmisible en un concurso de méritos: la 

posibilidad de que algunos aspirantes en Cali tuvieran acceso previo al contenido 

del examen, otorgándoles una ventaja indebida sobre los demás. 

Esta anomalía tiene una incidencia directa y sustancial en los resultados, pues la 

prueba de conocimientos tiene un peso porcentual del 60% y es de carácter 

eliminatorio, según lo dispuesto por el artículo 7 de la Resolución 0728 de 2019. Por 

lo tanto, la integridad de esta prueba es el eje central del principio del mérito en el 

concurso. Un examen cuyo contenido pudo ser conocido de antemano no mide la 

idoneidad y aptitud del aspirante, sino la ventaja obtenida por una filtración. 

III. Violación del Principio de Objetividad y Transparencia.  

La utilización de un examen "reciclado", que incluso contenía textos que hacían 

referencia a otro concurso ("Examen para la elección de contralor en Girón"), 

evidencia una falta de rigor por parte de la Universidad de Tunja, vulnerando los 

principios de objetividad y transparencia que deben regir su actuación.  



Si bien la elección del contralor está precedida por una convocatoria pública, la 

jurisprudencia exige que, para alegar una violación a los principios de objetividad y 

transparencia, "debe demostrarse de qué manera estas fases del proceso de 

elección fueron desconocidas o alteradas para beneficiar a una determinada 

persona". En este caso, la alteración es evidente: la fase de pruebas 

(específicamente la de conocimientos, que es la más importante) fue 

fundamentalmente viciada por la falta de reserva del examen. 

DEBIDO PROCESO 

El artículo 29 de la carta política de 1991, señala lo siguiente: 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 

le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio. (…)” (subrayas para destacar) 

En ese sentido, el proceso de selección objeto de la presente acción de tutela, ha 

desconocido de manera flagrante el debido proceso administrativo, al no posibilitar, 

en primer lugar, conocer las razones bajo las cuales se evaluaron las respuestas 

dadas por el suscrito en el examen y cotejarlas con los primeros lugares. Además, 

como ya se dijo, vulnera este derecho con la práctica de una prueba que debía ser 

totalmente discreta, pero que, ya se conocía con antelación en proceso similar. 

En ese orden de ideas constitucional, le corresponde al Estado brindar las garantías 

de imparcialidad, en ello el debido proceso, y, por tanto, el derecho de contradicción 

y defensa, el cual no se ha permitido desplegar de forma correcta por parte del 

suscrito accionante, toda vez que al recurrir la decisión que contenía la calificación 

de la evaluación solo se circunscribieron a ratificarla sin argumentos de orden 

técnico y académico que sustentaran, objetivamente, la determinación que me 

excluyó del proceso de selección. 

De igual modo, y como se acude a este mecanismo constitucional para garantizar 

un derecho fundamental, es necesario indicar que si bien se trata de un proceso de 

selección no es para escoger un cargo de importancia baladí, todo lo contrario, es 

un cargo dentro de la estructura del Estado, en el ámbito territorial, de la mayor 

relevancia, lo que hace que, si no se garantiza la debida transparencia a través del 

debido proceso administrativo, podría quedar viciado y ser producto de una 

demanda de nulidad electora, que generaría además de los desgastes 

administrativos, una carga litigiosa al Estado y una probable nueva elección de 



contralor, con las consecuencias de orden disciplinario y demás que se derivan de 

esa decisión. 

Por ello, insto, a que el despacho acoja la presente acción de tutela y se garantice 

el debido proceso administrativo. 

CON RELACIÓN A LOS PRINCIPIOS TUTELARES DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 

Como ya se ha expuesto, el presente proceso de selección de contralor distrital de 

Cali ha vulnerado, abiertamente, los principios constitucionales consagrados en el 

artículo 209 constitucional, que reza: 

“ARTICULO 209º—La función administrativa está al servicio de los intereses 

generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 

moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 

mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 

funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones 

para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 

pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en 

los términos que señale la ley.” 

En consecuencia, se ha desconocido el principio de imparcialidad, a lo cual ha dicho 

la corte constitucional: 

“De la aplicación del debido proceso administrativo se derivan una serie de 

consecuencias, tanto para la administración como para las personas. La Sala 

ha reconocido que de este derecho se desprenden una serie de garantías, 

como las que tienen las personas a: 1) conocer las actuaciones de la 

administración; 2) acceder ante la administración y ser oído por ella; 3) 

solicitar el decreto y la práctica de pruebas y controvertir las que otros 

soliciten y las que se practiquen; 4) ejercer el derecho de defensa; 5) 

impugnar los actos administrativos; y, 6) gozar de las demás garantías 

establecidas en su beneficio. Estas garantías deben respetarse en todo el 

procedimiento administrativo, desde el inicio de la actuación, la formación y 

expedición de los actos administrativos, su notificación o comunicación, su 

impugnación y resolución, su ejecutoriedad y hasta su ejecución.” (C-162/21) 

Así las cosas, considero que no se ha configurado, debidamente, bajo los criterios 

rectores del derecho constitucional colombiano, el debido proceso y el principio de 

imparcialidad, en el proceso aquí tutelado. 

 

 



MEDIDA PROVISIONAL 

Solicito al señor Juez constitucional de tutela, que, al momento de admitir la 

presente reclamación de amparo, se me conceda la medida provisional de la 

suspensión del proceso de selección del contralor distrital de Santiago de Cali D.E., 

aquí referido, con el fin de que se evite incluso un perjuicio mayor como el ya citado 

de posible nulidad electoral y se siga desconociendo derechos fundamentales del 

suscrito accionante. 

La medida busca que se sanee el proceso de forma debida, garantizando todos los 

derechos fundamentales de los participantes, en especial de los aquí reclamados 

por el suscrito. Ello, además, porque de acuerdo con el cronograma señalado para 

el proceso de selección, el concejo de Santiago de Cali podrá elegir contralor en los 

próximos días, aún sin haberse subsanado las inconsistencias y vulneraciones aquí 

demandadas. 

Además, permitir que un proceso con las deficiencias mencionadas produzca 

efectos jurídicos se podría considerar como una desnaturalización de la elección 

por méritos y abrir la puerta a prácticas que van contra la institucionalidad y a los 

principios que rigen el asunto.  

NOTIFICACIONES: 

• Correo: jcdoradorios@yahoo.com 
teléfono: 3162860623 

• UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA –UPTC– 
reclamaciones.cenes@utpc.edu.co 

• CONCEJO DE CALI:  
 

Avenida 2N # 10N-65 
Centro Administrativo Municipal CAM. 
Cali, Valle del Cauca - Colombia 
Código postal: 760045 
juridico@concejodecali.gov.co 
 

Atentamente, 

 

 

____________________________ 
JUAN CARLOS DORADO RIOS 
CC 16.778.557 de Cali 
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